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"Decenio de la Igualdad de oportunidades para mujeres y hombres" 
"Año del Bicentenario, de la consolidación  de nuestra Independencia, y de la conmemoración de las 

heroicas batallas de Junín y Ayacucho" 

 
Puno, 18 de diciembre de 2024 
 
RESOLUCION ADMINISTRATIVA N°       -2024-UAF-GAD-CSJPU-PJ  
 
VISTO: La solicitud presentada por el solicitante DAYVIS ROBERTO MAMANI MONZON, 

en fecha 18 de noviembre de 2024; el Informe N° 002358-2024-AP-UAF-GAD-CSJPU-PJ, 

de fecha 27 de noviembre de 2024, emitido por la Coordinadora I de Personal de la Corte 

Superior de Justicia de Puno; el Informe N° 000738-2024-UAL-P-CSJPU-PJ, de fecha 10 de 

diciembre de 2024, emitido por el Asesor Legal de la Corte Superior de Justicia de Puno, y;       

 
CONSIDERANDO: 
 
Primero: Que, mediante Resolución Administrativa Nº 114-2012-CE-PJ del Consejo 

Ejecutivo del Poder Judicial se constituye a la Corte Superior de Justicia de Puno como 

Unidad Ejecutora a partir del Ejercicio Fiscal 2013. Asimismo, mediante Resolución 

Administrativa N° 090-2018-CE-PJ, se aprueba el nuevo Reglamento de Organización y 

Funciones de las Cortes Superiores de Justicia que operan como Unidades Ejecutoras, 

estableciendo en su Artículo 33°, inciso 13, como función específica de la Unidad de 

Administración y Finanzas, en materia de Recursos Humanos, el “Emitir resoluciones de 

primera instancia para el reconocimiento de los derechos y beneficios del personal activo de 

la Corte Superior de Justicia, así como de sus pensionistas”.  

 

Segundo: Que, mediante escrito ingresado por la mesa de partes de la Corte Superior de 

Justicia de Puno en fecha 18 noviembre de 2024, bajo el registro 6684-2024, el administrado 

Dayvis Roberto Mamani Monzon, solicita lo siguiente: “Que teniendo interés legítimo por 

ser parte del proceso administrativo disciplinario instaurado en mi contra por la Corte 

Superior de Justicia de Puno, cuya instancia administrativa quedo agotada mediante 

Resolución N° 003606-2024-SERVIR/TSC- Primera Sala, que declaro fundado el recurso de 

apelación interpuesto por el suscrito, dejando sin efecto la resolución de sanción al 

revocarla, disponiendo la eliminación de los antecedentes relativos a la sanción; por cuyo 

motivo, al amparo del inciso 20 del artículo 2 de la Constitución Política del Perú y estando a 

lo regulado en el inciso 12.3 del artículo 12° del DS N° 004-2019-JUS TUO de la Ley de 

Procedimiento Administrativo General, acudo a su despacho con la finalidad de formular las 

siguientes peticiones: 1. Solicito el pago de remuneraciones, beneficios sociales y demás 

créditos laborales que corresponden al periodo de suspensión sin goce de haberes 

ordenado por su representada contra el suscrito por lapso de 180 días, dispuesto mediante 

Resolución N° 003-2021-PAD, del 10 de diciembre del 2021. O alternativamente, disponga 

el pago de indemnización por daños y perjuicios (daño emergente, lucro cesante), daño a la 

persona y daño moral, por un monto que supere el monto de la pretensión señalada en el 

párrafo precedente. (…)” (Cursiva nuestra).  

 

Tercero: Que, el principio de legalidad contenido en el Texto Único Ordenado de la Ley Nº 

27444 - Ley del Procedimiento Administrativo General, aprobado por Decreto Supremo 

N°004-2019-JUS, señala: “Las autoridades administrativas deben actuar con respeto a la 
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Constitución, la ley y al derecho, dentro de las facultades que le estén atribuidas y de 

acuerdo con los fines para los que les fueron conferidas”. En ese sentido cabe señalar que 

los sujetos de derecho privado, pueden hacer todo lo que no está prohibido, mientras que 

los sujetos de derecho público solo pueden hacer aquello que le sea expresamente 

facultado, traducido esto en el principio de legalidad que se desdobla por otra parte, en tres 

elementos esenciales e indisolubles; la legalidad formal, que exige el sometimiento al 

procedimiento y a las formas; la legalidad sustantiva, referente al contenido de las 

materias que le son atribuidas, constitutivas de sus propios límites de actuación; y, la 

legalidad teleológica, que obliga al cumplimiento de los fines que el legislador estableció, 

en forma tal que la actividad administrativa es una actividad funcional. En interpretación que 

hace el tratadista Guzmán1 del principio de legalidad, sostiene que este principio alcanza 

dos fines, como sigue: en primer lugar, la administración se sujeta especialmente a la Ley, 

entendida como norma jurídica emitida por quienes representan a la sociedad en su 

conjunto, vale decir, el parlamento. Lo que ocurre es que en el Estado de derecho se ubica 

a la Administración como esencialmente ejecutiva, encontrado en la ley su 

fundamento y el límite de su acción. (…), estas están subordinados a la ley; En 

segundo lugar, la Administración Pública, a diferencia de los particulares, no goza de la 

llamada libertad negativa (nadie está obligado a hacer lo que la ley no manda, ni impedido a 

hacer lo que esta no prohíbe) o principio de no coacción, dado que solo puede hacer 

aquello para lo cual está facultado en forma expresa. (…) (Negrita es nuestro).  

 

Que, el principio de legalidad, es uno de los principios más importantes del derecho 

administrativo, este principio establece que las autoridades administrativas y las autoridades 

que componen el estado en general, deben de actuar en conformidad y con respeto a la 

Constitución, la Ley y al Derecho, dentro de las facultades que le son atribuidas y de 

acuerdo con los fines para los que fueron concedidas dichas facultades; en ese 

sentido la actuación administrativa en general, como exigencia del Estado de Derecho, debe 

someterse al principio de legalidad; se trata de un principio que dirige la actuación 

administrativa.   

 

Cuarto: Que, la Constitución Política del Perú; consagra el derecho fundamental de petición 

reconocido en el numeral 20) del artículo 2º al señalar que: “(…) toda persona tiene derecho 

a formular peticiones, individual o colectivamente, por escrito ante la autoridad competente, 

la que está obligada a dar al interesado una respuesta también por escrito dentro del plazo 

legal, bajo responsabilidad”2. La misma que es concordante con el derecho de petición 

administrativa, que establece: “117.1 Cualquier administrado, individual o colectivamente, 

puede promover por escrito el inicio de un procedimiento administrativo (…) 117.2 El 

derecho de petición administrativa comprende las facultades de presentar solicitudes en 

interés particular del administrado (…) de contradecir actos administrativos (…) 117.3 Este 

derecho implica la obligación de dar al interesado una respuesta por escrito dentro del plazo 

legal”3. 

 
1 GUZMAN NAPURI, Christian “Manual del Procedimiento Administrativo General”, Editorial instituto del Pacífico, Lima, P. 
35. 
2 Art. 2 inciso 20 Constitución Política del Estado.  
3 Art. 117, del T.U.O de la Ley del Procedimiento Administrativo General N°27444.  
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Quinto: En ese contexto, se debe tener presente que la remuneración es todo ingreso que 

el trabajador recibe por parte del empleador por los servicios prestados, así como por la 

puesta a disposición de su fuerza de trabajo. La remuneración es uno de los elementos 

esenciales del contrato de trabajo y que dentro de sus características este debe de ser 

contraprestativo, y ello consiste en el pago de la remuneración a cambio de los servicios 

prestados por parte del trabajador. En ese sentido, respecto al pago de remuneraciones por 

trabajo no realizado, el literal d) de la Tercera Disposición Transitoria de la Ley N.° 28411, 

Ley General del Sistema Nacional de Presupuesto, señala: “(…) d) El pago de 

remuneraciones sólo corresponde como contraprestación por el trabajo 

efectivamente realizado, quedando prohibido, salvo disposición de Ley expresa en 

contrario o por aplicación de licencia con goce de haber de acuerdo a la normatividad 

vigente, el pago de remuneraciones por días no laborados. Asimismo, queda 

prohibido autorizar o efectuar adelantos con cargo a remuneraciones, bonificaciones, 

pensiones o por compensación por tiempo de servicios (…)”.  

 

Sexto: Que, en esa misma línea, mediante Informe Técnico N° 001572-2021-

SERVIR/GPGSC, la Autoridad Nacional del Servicio Civil, concluye en el numeral 3.1, lo 

siguiente: “De lo establecido en el literal d) de la Tercera Disposición Transitoria de la Ley N° 

28411, Ley General del Sistema Nacional de Presupuesto, puede inferirse que no resultaría 

procedente otorgar el pago de remuneraciones y otros beneficios dejados de percibir 

por motivo de la imposición de la sanción de suspensión o destitución como 

consecuencia de la declaración de nulidad de la sanción correspondiente (…)”. 

 

Séptimo: Que, conforme lo precisado, no es posible el pago de remuneraciones por trabajo 

que no hubiera realizado efectivamente, es decir; que las entidades públicas solo se 

encuentran obligadas a retribuir el trabajo efectivamente realizado, procediendo al 

descuento de aquellos días no laborados. La excepción a esta regla, se genera cuando 

existe una suspensión imperfecta de la relación laboral, donde el empleador debe entregar 

la compensación sin contraprestación efectiva de labores, como una licencia con goce de 

haber. No obstante, lo anterior, resulta menester señalar que la remuneración del servidor 

solo puede ser dejada de percibir cuando se configure algún supuesto de suspensión 

perfecta del vínculo laboral (como es el caso de un permiso o licencia sin goce de 

remuneraciones, o cuando se trate de la imposición de la medida disciplinaria de 

suspensión). En tal sentido, el servidor público solo puede, de manera legal, dejar de percibir 

temporalmente el pago de su remuneración cuando se produzca cualquiera de los 

supuestos de suspensión perfecta del vínculo laboral con su respectiva entidad.  

 

Octavo: Que, en el presente caso, se viene solicitando el pago de las remuneraciones 

dejadas de percibir en el periodo en que se le impuso una sanción de 180 días calendarios 

derivado de un procedimiento administrativo disciplinario. Quedando claro que, durante 

dicho período, no se le permitió ejercer sus funciones ni recibir remuneración alguna. Frente 

a ello; queda claro, que no se prestaron servicios efectivos, lo que excluye la posibilidad de 

pago de remuneraciones según lo establecido en el literal d) de la Tercera Disposición 

Transitoria de la Ley N° 28411, Ley General del Sistema Nacional de Presupuesto, del cual 

se puede inferir que no resultaría procedente realizar el pago de remuneraciones dejadas de 
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percibir como consecuencia de la imposición de la sanción de suspensión. Además de ello, 

el principio de onerosidad implica que solo existe derecho al pago de remuneraciones 

cuando el trabajador cumple con sus obligaciones laborales, lo que en este caso se traduce 

en la efectiva prestación de servicios en la Entidad.  

 
Asimismo, es importante precisar que la jurisprudencia administrativa y constitucional ha 

reafirmado que, durante el período de suspensión disciplinaria, el servidor público no tiene 

derecho a recibir remuneración. El Tribunal Constitucional del Perú, en diversas 

resoluciones, ha establecido que el pago de remuneraciones está condicionado a la 

prestación efectiva de servicios, y que la suspensión temporal de las funciones por sanción 

disciplinaria interrumpe el derecho a percibir dicha remuneración. Un precedente relevante 

es la sentencia del Exp.N° 02627-2011-PA/TC, donde se resolvió en un sentido similar, 

negando el pago de remuneraciones durante la suspensión.  

 

Noveno. - Que, mediante Informe N° 000738-2024-UAL-P-CSJPU-PJ de fecha 10 de 

diciembre de 2024, el Asesor Legal de la Corte Superior de Justicia de Puno, expresa en sus 

conclusiones lo siguiente: “(…) Que el pedido del administrado Dayvis Roberto Mamani 

Monzon deviene en improcedente, conforme a los fundamentos señalados”; lo propio 

manifiesta la Coordinadora de Personal de la Corte Superior de Justicia de Puno en el 

Informe N° 002358-2024-AP-UAF-GAD-CSJPU.  Por consiguiente, estando a todo lo 

mencionado, no procede la restitución del monto solicitado por el ex servidor.  

 

Por los argumentos esgrimidos en la presente resolución;  

 

SE RESUELVE: 
 
ARTÍCULO PRIMERO. – DECLARAR IMPROCEDENTE la solicitud de fecha 18 de 

noviembre de 2024, presentada por DAYVIS ROBERTO MAMANI MONZON; por los 

fundamentos expuestos en la parte considerativa de la presente Resolución. 

  

ARTÍCULO SEGUNDO. - PÓNGASE de conocimiento la presente resolución al solicitante 

DAYVIS ROBERTO MAMANI MONZON y demás unidades orgánicas competentes para 

conocimiento y fines pertinentes.     

 
 

Regístrese, comuníquese y cúmplase. 
 
 
 
 

Documento firmado digitalmente 
_________________________________________ 

ROSEMARY LEONOR QUISPE CUNO 
Jefe de la Unidad Administrativa y de Finanzas 

Corte Superior de Justicia de Puno 
RQC/yhp 
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